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V4 – 23-May-2023 

Bogotá, 28/11/2023 

Al contestar citar en el asunto 

20235331049301 
Radicado No.: 20235331049301 
Fecha: 28/11/2023 

Señor (a) (es) 

Transporte Logistico De Carga De Occidente S.A.S 
Calle 36 No 2-31  Barrio Santander 
Cali, Valle del Cauca  

 
 

Asunto: 9698 Notificacion De Aviso 

 
Respetado Señor(a) o Doctor(a):  
 

De manera atenta, me permito notificarle que la Superintendencia de 

Transporte, expidió la(s) resolución(es) No(s) 9698 de 20/10/2023 contra esa 

empresa. 

De conformidad con el artículo 69 de la Ley 1437 de 2011 por la cual se expide 

el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

se remite para lo pertinente copia íntegra de la(s) resolución(es) en mención, 

precisando que las misma quedará debidamente notificada al finalizar el día 

siguiente a la fecha de entrega del presente aviso en el lugar de destino.    

Adicionalmente, me permito informarle que los recursos que legalmente 

proceden y las autoridades ante quienes deben interponerse los mismos, se 

relacionan a continuación: 

Procede recurso de reposición ante el (la) Directora de Investigaciones de 

Tránsito y Transporte Terrestre dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha 

de notificación.   

 

   NO                                                               SI 

 

 

 

    X 
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Procede recurso de apelación ante Superintendente Delegado de Tránsito y 

Transporte dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha de notificación.                   

 

 NO         SI  

 

Procede recurso de queja ante el Superintendente de Transporte dentro de los 

5 días hábiles siguientes a la fecha de notificación. 

 

 

 NO         SI  

 

 

Sin otro particular. 

Atentamente, 

 

 

 

Carolina Barrada Cristancho 

Coordinadora Grupo de Notificaciones 

 

  Anexo: Copia del Acto Administrativo 

  Proyectó: Nataly Alexandra Garzón Quintero 

  Revisó: Carolina Barrada Cristancho

   X 

 X  
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MINISTERIO DE TRANSPORTE
SUPERINTENDENCIA DE TRANSPORTE

RESOLUCIÓN NÚMERO__________DE________

LA DIRECTORA DE INVESTIGACIONES DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE 
TERRESTRE

las 
previstas en la Ley 105 de 1993, la Ley 336 de 1996, la Ley 1437 de 2011, el 

Decreto 1079 de 2015 y 
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QUINTO: De conformidad con lo anterior, este Despacho ORDENA que se 
tengan como pruebas las que integran el expediente con el valor probatorio 
que les corresponda.

1

2

3

1 Cfr. Decreto 2409 de 2018 artículo 3
2Al amparo de lo previsto en los artículos 189 numeral 22 y 365 de la Constitución Política de Colombia: 

asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. Los servicios públicos estarán 
sometidos al régimen jurídico que fije la ley, podrán ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por 
comunidades organizadas, o por particulares. En todo caso, el Estado mantendrá la regulación, el control y la 

3 Cfr. Decreto 2409 de 2018 artículo 4



Página 3 de 20GJ-FR-014 
V1, 24- may -2023



Página 4 de 20GJ-FR-014 
V1, 24- may -2023

4

5

6

4 Sentencia C-102/2002 M.P Jaime Araujo Rentería.
5 Número Único 11001-03-06-000-2018-00217-00. Radicación interna: 2403. Levantada la Reserva legal 
mediante oficio No. 115031 de fecha 20 de marzo de 2019.
6



Página 5 de 20GJ-FR-014 
V1, 24- may -2023

7

8

9

10

11

12

13

7

8

9

10

11 las sanciones deben contar con un fundamento legal, por lo cual su definición no puede ser transferida 
al Gobierno Nacional a través de una facultad abierta sin contar con un marco de referencia específico y 

Al legislador no le está permitido delegar en el ejecutivo la creación de 
prohibiciones en materia sancionatoria, salvo que la ley establezca los elementos esenciales del 
tipo, estos son: (i) la descripción de la conducta o del comportamiento que da lugar a la aplicación de la 
sanción; (ii) la determinación de la sanción, incluyendo el término o la cuantía de la misma, (iii) la autoridad 
competente para aplicar Cfr. Pp. 14 y 32
12

13 Cfr. Pp. 19 a 21
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14

15

16

17

18

19

20

14 lo que se exige es un fundamento legal en donde se señalen los 
elementos básicos de la sanción, marco dentro del cual la autoridad titular de la función administrativa pueda precisar, 
los elementos de la sanción que haya de ser aplicada por otra autoridad, no por ella misma.
15 Ibidem
16 Cfr. H. Corte Constitucional Sentencia C-315 de 2012
17 a) el derecho para presentarlas y solicitarlas; b) el derecho para controvertir las pruebas que se presenten en su contra; 
c) el derecho a la publicidad de la prueba, pues de esta manera se asegura el derecho de contradicción; d) el derecho a la
regularidad de la prueba, esto es, observando las reglas del debido proceso, siendo nula de pleno derecho la obtenida con
violación de éste; e) el derecho a que de oficio se practiquen las pruebas que resulten necesarias para asegurar el principio
de realización y efectividad de los derechos; y f) el derecho a que se evalúen por el juzgador las pruebas incorporadas al

rte Constitucional Sentencia C-203 de 2011. A ese mismo respecto ver: H. Consejo de Estado Sala de lo
Contencioso Administrativo Sección Tercera Consejero ponente: Mauricio Fajardo Gómez Bogotá, D. C., ocho (8) de marzo de
dos mil siete (2007) Radicación número: 25000-23-26-000-1995-01143-01(14850)
18 Esta averiguación preliminar corresponde a una fase previa a la investigación formal, en la que no se han vinculado
formalmente partes o investigados, no existen supuestos de hecho ni imputación en contra de ni la
averiguación preliminar no está sujeta a formalidad alguna, y su única finalidad es la de permitirle al ente de control

ésta no es una
etapa obligatoria del procedimiento sancionatorio, como sí lo son la investigación (apertura, notificación y práctica de

a.
Sentencia de enero 23 de 2003. CP Manuel Urueta Ayola. Rad. 25000- 23-24-000-2000-0665-01
19 Cfr. Constitución Política de Colombia artículo 29. Ley 1437 de 2011 artículo 3.
20 Cfr. Ley 336 de 1996 artículo 51, concordante con el artículo 49 de la ley 1437 de 2011.
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21

21 Cfr. Ley 1437 de 2011 artículo 49 numeral 1.
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22

23

24

25

22 Cfr. Ley 1437 de 2011 artículo 49 numeral 2 y 3.
23

oportunamente allegadas al proceso. Las pruebas obtenidas con violación del debido proceso son nulas de 

24 Cfr. PARRA QUIJANO, Jairo. Manual de Derecho Probatorio. Ed. Librería del Profesional. Bogotá D.C. 2002 
pp. 63-64. 
25

las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la existencia 
Código General del Proceso artículo 176.
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(i)

26

26 artículo 5 de la Resolución 4100 de 2004
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(i) corresponde al Estado la 
carga de desvirtuar la inocencia, a través de la prueba de los distintos elementos de 
la responsabilidad, incluida la culpabilidad[23]. (ii) A pesar de existir libertad 
respecto de las pruebas para desvirtuar la presunción de inocencia, sólo son 
admisibles medios de prueba respetuosos del debido proceso y acordes a la dignidad 
humana [24]. (iii) Nadie puede ser obligado a contribuir para que la presunción de 
inocencia que lo ampara, sea desvirtuada y sus silencios carecen de valor probatorio 
en forma de confesión o indicio de su responsabilidad[25]; (iv) durante el desarrollo 
del proceso o del procedimiento, la persona tiene derecho a ser tratada como 
inocente[26] y (v) la prueba necesaria para demostrar la culpabilidad debe tener 
suficiente fuerza demostrativa, más allá de toda duda razonable, la que, en caso de 
persistir, debe resolverse mediante la confirmación de la presunción. Las anteriores, 

administración y el procedimiento administrativo que se adelanta para 
[27].

La regla que ordena resolver las dudas razonables en favor del investigado (regla in 
dubio pro reo, in dubio pro administrado, in dubio pro disciplinado) es una 
consecuencia natural de la presunción constitucional de inocencia y constituye la 
contracara misma de la carga de la prueba que pesa sobre el Estado, a través de 
las entidades que ejercen el poder público. Así, no obstante que la norma 
constitucional no exija expresamente que las dudas razonables sean resueltas en 
beneficio de la persona investigada, se trata de una conclusión forzosa que resulta 
de constatar que, a pesar de los esfuerzos demostrados durante el desarrollo del 
procedimiento y en desarrollo del deber de instrucción integral, el Estado no cumplió 
la carga probatoria que le incumbía y, por lo tanto, no logró recaudar o aportar 
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Las dudas que implican la decisión de archivo del asunto[32] o que conducen a 
proferir un fallo absolutorio, son las razonables u objetivas, es decir, aquellas que 
luego del desarrollo de la instrucción, surgen de un análisis conjunto de las pruebas 
obrantes en el expediente, presidido por la sana crítica y la experiencia. La duda
razonable resulta cuando del examen probatorio no es posible tener convicción 
racional respecto de los elementos de la responsabilidad y, por lo tanto, no se cuenta 
con las pruebas requeridas para proferir una decisión condenatoria, que desvirtúe 
plenamente la presunción de inocencia[33]. Es decir que las dudas irrazonables, 
subjetivas o que se fundan en elementos extraprocesales, no permiten proferir una 
resolución favorable, cuando los elementos de la responsabilidad se encuentren 
debidamente probados en el expediente[34]. La certeza o convicción racional 
equivale a un estándar probatorio denominado de convicción más allá de toda duda 
razonable[35] por lo que, para poder ejercer el poder punitivo del Estado, no se 
requiere la certeza absoluta[36], sino que las pruebas válidamente recaudadas 
demuestren la reunión de los elementos de la responsabilidad y, al respecto, no 
existan dudas derivadas de la insuficiencia probatoria o de contradicciones 
probatorias insuperables a partir del examen conjunto del expediente.

Así las cosas, y al no contar este Despacho con los elementos de juicio suficientes 
que permitan desvirtuar claramente la presunción de inocencia que le asiste a 
la empresa investigada, sobreviene en una duda razonable respecto de la 
comisión de la conducta imputada mediante la Resolución No. 9668 del 21 de 
noviembre de 2022 , la cual, de acuerdo al desarrollo jurisprudencial que se ha 
tenido, se debe resolver en favor del investigado; motivo por el cual este 
Despacho, considera procedente conforme a los planteamientos argüidos 
resolver favorablemente la presente investigación, por lo cual es menester 
declarar la exoneración de responsabilidad a la empresa aquí investigada frente 
al cargo primero formulado. 

En virtud de todo lo anterior, esta Dirección de Investigaciones EXONERARÁ de 
responsabilidad a la empresa investigada del CARGO PRIMERO formulado 
mediante la Resolución No. 9668 del 21 de noviembre de 2022.
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27

28

27 Cfr. Ley 1437 de 2011 artículo 49 numeral 4
28 A este respecto, la Corte Constitucional y el Tribunal Administrativo han resaltado la importancia del Principio de Congruencia entre 
los hechos concretamente reprochados en la apertura y los hechos reprochados en el acto final:

mental al 
debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, en la medida que impide determinadas decisiones porque su 
justificación no surge del proceso por no responder en lo que en él se pidió, debatió, o probó. En este orden, se erige con tal importancia 
el principio de congruencia que su desconocimiento es constitutivo de las antes denominadas vías de hecho, hoy causales de 

Corte Constitucional. Sentencia T-714 de 2013. M.P. José 
Ignacio Pretelt Chaljub.El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, respecto de que en las investigaciones por prácticas restrictivas de 

se para la 
expedición del acto en mención, de allí que no deba referirse a temas y pruebas no contemplados en la resolución, puesto que no puede 
pretender ejercer defensa sobre actuaciones o imputaciones que no se han formulado, o pruebas sobre las cuáles no se han basado la 

Sección segunda, Subsección A, expediente No. AT-2014-0016-01 del 
23 de febrero de 2015. ido, en las investigaciones 
administrativas sancionatorias el eje central es la formulación de cargos por cuanto, es en ese momento en el cual se delimita la conducta 
reprochada imputación fáctica-, las normas presuntamente vulneradas imputación normativa- y el alcance del procedimiento, 
garantizándose de esta forma el debido proceso y el derecho de defensa al investigado, por cuanto en ese instante procesal es en el 
cual va a saber a ciencia cierta de qué se le acusa y de qué situaciones debe defenderse.
no se cumplió con el principio de tipificación, el cual garantiza el debido proceso y derecho de defensa que le asiste al investigado, el 
operador administrativo está en la obligación de reestablecer los derechos fundamentales precitados, a través de la decisión que 

40564 de 2012 y 1516 de 2017
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El referido parágrafo 3° de la Ley 769 de 2002, establece lo siguiente: 

Parágrafo 3. 

Las empresas de transporte público terrestre automotor deberán establecer 
programas de control y seguimiento de las infracciones de tránsito de los 
conductores a su servicio. Dicho programa deberá enviarse mensualmente por 
las empresas de transporte público terrestre automotor a la Superintendencia 
de Puertos y Transporte.

Sobre la conducta en cuestión se señala que, según el parágrafo 3° de la Ley 
769 de 2002, la sanción de multa, tal como se establece a continuación; 

Artículo 93. Control de infracciones de conductores. 

Parágrafo 3. 

Las empresas que no cumplan con lo antes indicado serán sancionadas por dicha
entidad con una multa equivalente a cien salarios mínimos legales mensuales 
vigentes (100 SMMLV)
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29

3031

29Diccionario de la Real Academia de la lengua Recuperado el día 13 de noviembre de 2018, http://dle.rae.es/srv/fetch?id=SBOxisN Conjunto de bienes pertenecientes a una 
persona natural o jurídica, o afectos a un fin, susceptibles de estimación económica, Real Academia de la lengua. 
30  La Resolución 000140 del 25 de noviembre de 2021 de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), fijó la Unidad de Valor Tributario 
(UVT) aplicable para el año 2022 en la suma de TREINTA Y OCHO MIL CUATRO PESOS M/CTE ($38.004.oo). Adicionalmente, de acuerdo con el 
Decreto 1724 de 15 de diciembre de 2021 el Salario Mínimo Mensual Vigente para la época de los hechos equivale a la suma de UN MILLON DE 
PESOS M/CTE ($1.000. 000.oo). Ahora bien, el artículo 46 de la ley 336 de 1996 prevé sanciones entre 1 y 700 salarios mínimos legales mensuales 
vigentes para el modo de transporte Terrestre. Siendo así, y en aplicación del artículo 49 de la Ley 1955 de 2019, su equivalencia en UVT sería la 
siguiente:

Salarios mínimos legales mensuales vigentes UVT

Cien (100) 2631,3019682138724
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Notificar:
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